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Congreso del Estado Independiente, 

Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza

“Año del Centenario de la Promulgación de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos”

Iniciativa con Proyecto de Decreto para  modificar el contenido del último párrafo del artículo 86  de la Ley de Aguas para los Municipios  del Estado de Coahuila de Zaragoza.
· Mediante la cual se propone reducir el costo por reconexión del servicio doméstico de agua.

Planteada por la Diputada Lariza Montiel Luis, conjuntamente con las Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “Alonso José Lujambio Irazábal”, del Partido Acción Nacional.

Fecha de Lectura de la Iniciativa: 10 de Octubre de 2017.

Turnada a la Comisión de Salud, Medio Ambiente, Recursos Naturales y Agua.

Fecha del Dictamen: 

Decreto No. 

Publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado:
H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO 

DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

PRESENTE.- 

Iniciativa que presenta el la diputada Lariza Montiel Luis, conjuntamente con los Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “ALONSO JOSÉ RICARDO LUJAMBIO IRAZÁBAL” del Partido Acción Nacional, con fundamento en lo dispuesto por los Artículos 59, fracción I,  y 67, fracción I, de la Constitución Política del Estado; y 21, fracción IV, y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, sometemos a la consideración de esta Honorable Asamblea, la presente Iniciativa con Proyecto de Decreto para  modificar el contenido del último párrafo del artículo 86  de la Ley de Aguas para los Municipios  del Estado de Coahuila de Zaragoza,  al tenor de la siguiente:

En fecha 23 de mayo del presente, este Grupo Parlamentario, en voz de la diputada Bertha Aguayo, presentó en  Tribuna una iniciativa referente a las tarifas de reconexión del agua potable; por su relevancia  para la justificación de la presente, nos permitimos citar algunas de las consideraciones más importantes de la exposición de motivos de aquel proyecto:

“…
En materia fiscal, los poderes públicos, los municipios y sus dependencias, deben sujetarse a los principios de legalidad, proporcionalidad y equidad tributaria inmersos en el artículo 31 Constitucional Fracción IV.  
A tal efecto, resulta oportuno citar la forma en que la Suprema Corte de Justicia de la Nación define la Proporcionalidad Tributaria:

Novena Época

Registro: 163980

Instancia: Pleno
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Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

 XXXII, Agosto de 2010
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PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA. PARA QUE UN TRIBUTO RESPETE ESTE PRINCIPIO CONSTITUCIONAL SE REQUIERE QUE EXISTA CONGRUENCIA ENTRE EL GRAVAMEN Y LA CAPACIDAD CONTRIBUTIVA DE LOS SUJETOS, QUE ÉSTA ENCUENTRE RELACIÓN DIRECTA CON EL OBJETO GRAVADO Y QUE EL HECHO IMPONIBLE Y LA BASE GRAVABLE SE RELACIONEN ESTRECHAMENTE.
La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido varios criterios sobre el aludido principio tributario derivado de la fracción IV del artículo 31 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos que conviene considerar al analizar si una contribución lo respeta: I. Originalmente no se reconocía en el citado precepto constitucional una verdadera garantía hacia los gobernados, sino sólo la facultad potestativa del Estado relativa a su economía financiera; II. Posteriormente, se aceptó que el Poder Judicial de la Federación estudiara si una ley transgredía dicho numeral considerando que aunque no se encontrara dentro del capítulo relativo a las garantías individuales, su lesión violaba, en vía de consecuencia, los artículos 14 y 16 constitucionales; III. Después, se reconoció que aquel numeral contempla una verdadera garantía hacia los gobernados cuya violación era reparable mediante el juicio de garantías considerando lo exorbitante y ruinoso de una contribución; IV. Ulteriormente, se aceptó que la proporcionalidad es un concepto distinto a lo exorbitante y ruinoso estableciendo que su naturaleza radica en que los sujetos pasivos contribuyan a los gastos públicos en función de su respectiva capacidad económica, debiendo aportar una parte justa y adecuada de sus ingresos, utilidades o rendimientos, de manera que quienes tengan ingresos elevados tributen en forma cualitativamente superior a los de medianos y reducidos recursos. Conforme a estas bases se desarrolló el ámbito de aplicación o alcance del principio de proporcionalidad a cada uno de los elementos de los tributos directos: i) Referido a la tasa o tarifa, se consideró que el pago de los tributos en proporción a la riqueza gravada puede conseguirse no sólo mediante parámetros progresivos, sino igualmente con porcentajes fijos; ii) En relación con los sujetos, se estableció que las contribuciones deben estar en función de su verdadera capacidad, es decir, existir congruencia entre el gravamen y su capacidad contributiva, entendida ésta como la potencialidad real de contribuir al gasto público; iii) 
Por cuanto se refiere a la base, tomando en cuenta que todos los presupuestos de hecho de los impuestos deben tener una naturaleza económica y que las consecuencias tributarias son medidas en función de la respectiva manifestación de riqueza gravada, siendo necesaria una estrecha relación entre el hecho imponible y la base gravable a la que se aplica la tasa o tarifa del impuesto; y iv) Finalmente, por lo que se refiere al objeto, se estableció que para evaluar la capacidad contributiva del causante, ésta debía estar en relación directa con el objeto gravado. Acorde con lo anterior, se concluye que un tributo directo respeta el principio de proporcionalidad tributaria, cuando exista congruencia entre el gravamen y la capacidad contributiva de los sujetos, que ésta encuentre relación directa con el objeto gravado y que el hecho imponible y la base gravable tengan igualmente una sensata correspondencia, pues de no colmarse alguno de estos parámetros aquél será inconstitucional.

En el último párrafo del artículo 86 de la Ley de Aguas para el Estado de Coahuila, nos topamos con lo siguiente:

ARTÍCULO 86.-….
El cargo por reconexión, tratándose de servicio doméstico, no podrá exceder de cinco veces el salario mínimo diario vigente en el Estado y sólo podrá aplicarse si en el domicilio se ha cortado físicamente el servicio. Lo recaudado por estos cargos se aplicará en el área administrativa de cultura del agua del organismo operador. 

Al respecto, y revisando la legislación de la misma materia en otras entidades federativas, nos topamos con que algunos ordenamientos ni siquiera hacen mención a los cargos por reconexión de servicio doméstico. Mientras que otros establecen tarifas menores, y, además,  fijas, como, se supone, debe ser de acuerdo al principio de legalidad tributaria, esto es, no dejar o establecer fórmulas o parámetros “abiertos” o “flexibles” para establecer este tipo de derechos, tratándose de un mismo tipo de servicio, que se hace de forma igual en todos los municipios, es decir, una simple operación mecánica y manual, que no requiere de tecnologías variadas o grados distintos de complejidad para realizarse.    
La reconexión es una operación básicamente manual, sencilla y se realiza de forma siempre igual en todos los casos, al menos en cuanto a conexiones domésticas. 
Es por ende, absurdo y desproporcionado que en muchos casos, el usuario paga más de reconexión que lo que adeuda por tres meses de servicio de agua, mismos que motivaron el corte. Es a todas luces una desproporción no justificada bajo criterio alguno….” Fin de la cita textual.
En los hechos, hemos podido constatar de primer mano en diversos municipios de la entidad cómo se abusa en el cobro de este servicio que, en sí, no le representa mayor gasto ni financiero-operativo ni de recursos humanos a los sistemas operadores del agua, sin embargo abusan en forma extrema, obteniendo, en la mayoría de los casos mucho más de lo que en sí es el adeudo promedio de una familia de modesta posición, de adultos mayores que viven solos, de madres solteras, y de otros núcleos familiares que en suma, por mes, pagan entre $45 y 60$ pesos de agua. Al cortarles el servicio sus adeudos suman un total de entre$150 hasta $220 pesos, pero el cargo por reconexión es de $300 pesos en promedio. Con lo que se configura un evidente y desproporcionado cobro de un derecho que, como ya se señaló, ni existe en algunas leyes del agua de otras entidades.
Tomando en cuenta que reconectar el agua es hasta un término mal empleado, en razón de que no “reconecta” nada, sino que simplemente le quita el personal del sistema el tapón o seguro a la válvula de paso que evita que el agua circule hacia el interior del domicilio; entonces, cobros como los señalados son extremos, abusivos, y totalmente injustificados. 

Caso diferente sería cuando la  instalación completa ha sido desmontada por el Sistema de Agua, como se hace en los casos donde, por tratarse de domicilios abandonados, desinstalan la tubería de acceso que se encuentra en el exterior de las viviendas, la toma y el medidor. Y, si el servicio debe ser reinstalado, implica volver a instalar todas las piezas antes señaladas, en cuyo caso, se justifica un cobro, siempre que sea proporcional de acuerdo a los principios fiscales. 

Pero el caso antes señalado no es común. En cambio, el acto de suspender el servicio por medio de un simple tapón de seguridad y un sello, no es algo que implique en si gasto alguno al Sistema de Agua, por ende, no debe cobrarse el hecho de que al pagar el moroso,  deban acudir al domicilio a retirar dicho control.

Debemos atender al hecho de que el usuario fue privado del servicio, es decir, ya recibió la sanción por no pagar el mismo, y, al cubrir su adeudo, es su derecho que se le reactive éste.
Por lo antes expuesto, y porque se trata de una demanda social muy importante, consideramos oportuno realizar un ajuste a la iniciativa presentada por la diputada Aguayo, y que, en su caso, ambas, la presente y la de ella, se dictaminen de forma conjunta.

En base a los argumentos expuestos, presentamos a todos ustedes el siguiente proyecto de decreto. 

Decreto

ARTÍCULO ÚNICO: Se  modifica el contenido del último párrafo  del artículo 86  de la Ley de Aguas para los Municipios  del Estado de Coahuila de Zaragoza, cuyo texto quedaría de la siguiente forma:

ARTÍCULO 86.-   Párrafos del primero al tercero……
El cargo por reconexión, tratándose de servicio doméstico, sólo podrá cobrarse en los casos donde ha sido retirada la tubería, la toma y el medidor que alimentan de agua potable  al domicilio, y será de tres veces el salario mínimo diario vigente en el Estado. En los casos donde solamente se restrinja o corte el servicio mediante tapones o válvulas de seguridad y sellos de clausura no se cobrará tarifa de reconexión. Lo recaudado por estos cargos se aplicará en el área administrativa de cultura del agua del organismo operador. 
………..

TRANSITORIOS

PRIMERO.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO.- Publíquese el presente decreto en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SALTILLO, COAHUILA A 10 DEL OCTUBRE DE 2017

ATENTAMENTE


 DIP. LARIZA MONTIEL LUIS 
DIP. JESÚS DE LEON TELLO 


DIP. YOLANDA OLGA ACUÑA CONTRERAS
DIP. JOSÉ ARMANDO PRUNEDA VALDEZ


